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PETICIÓN / TRÁMITE SOLICITUD PENSIONAL: 

Posterior a ello, sólo hasta el 27 de enero de 2017, luego de advertir los yerros contendidos en el Acta de la Junta Médico Laboral que estableció la DCL en un 85%, procedió a solicitar su corrección, la cual ya les fue remitida desde el 15 de marzo de 2017 –fl 29 vto-, encontrando entonces que no existe ningún obstáculo para que se pronuncie de fondo en relación con la asignación mensual de retiro que solicitada el actor.

En el anterior orden de ideas, a pesar de que no fue alegado como vulnerado, se tutelará el derecho de petición del cual es titular el señor Humberto Triviño Castro, y como consecuencia, se ordenara a la Policía Nacional a través de la Jefe del Área de Prestaciones Sociales, Coronel Sandra Julieta Montañez Rubiano, que en el término de quince (15) días hábiles, proceda a dar trámite a la solicitud pensional derivada de la disminución de la capacidad laboral determinada por la Junta Médico Laboral, la cual se encuentra en firme.
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ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintiocho de abril de dos mil diecisiete
Acta N° 0         de 28 de abril de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver la acción de tutela formulada por el señor HUMBERTO TRIVIÑO CASTRO contra el MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICÍA NACIONAL.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica el señor Triviño Castro que laboró al servicio de la Policía Nacional por espacio de 21 años, siendo el último cargo desempeñado el de Intendente; que estando en servicio activo le fue realizada Junta Médico Laboral de Policía No 2259 en la ciudad de Manizales, la cual arrojó una pérdida de capacidad laboral del 85% correspondiente a una gran invalidez; que dicha actuación le fue notificada el día 14 de abril de 2016, contando entonces la entidad, a partir de ese momento, con un término de 4 meses para hacer uso del derecho a convocar a, Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía, lapso que transcurrió en silencio, motivo por el cual la citada calificación cobró firmeza.

Informa que en virtud a la anterior decisión, fue retirado del servicio activo de la Institución, quedando de “Alta”, por el término de tres meses, es decir percibiendo el salario mientras se conformaba el expediente prestacional, pues en virtud al grado de pérdida de capacidad laboral le asiste derecho a una asignación de retiro conforme lo establece el numeral 3º del artículo 51 del Decreto 1091 de 1995.
Refiere que el término de “Alta” ya fue superado el pasado mes de enero y en la actualidad se encuentra sin percibir suma alguna por concepto de salario, situación que lo llevó a elevar derecho de petición ante la entidad con el fin de que fuera decidida su situación pensional, solicitud que fue despachada informándole que en virtud a inconsistencias que presentó el Acta de Junta Médico Laboral, se solicitó su corrección, por lo que su solicitud sería atendida cuando se diera lo anterior.
Cuenta que desde el pasado 9 de febrero, la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional en la ciudad de Manizales, remitió el Acta No 959 debidamente corregida, por lo que considera que la omisión de la Policía Nacional vulnera sus derechos a la seguridad social, mínimo vital, vida digna e igualdad dado que requiere de la definición de su situación pensional para procurar el sostenimiento económico de su esposa y de su hijo menor de edad, y en ese sentido reclama la protección de las citadas garantías y el reconocimiento y pago de la asignación de retiro a la cual tiene derecho.
TRÁMITE IMPARTIDO

Admitida la acción, se corrió traslado por el término de dos (2) días a la entidad accionada, la cual se pronunció indicando que si bien son ciertos los hechos relacionados con la vinculación del actor a esa institución, los motivos de su retiro, la determinación de la disminución de su capacidad laboral, la corrección que debió efectuarse al Acta de Junta Médico Laboral y la posterior corrección efectuada por el Grupo Médico Laboral de Caldas, radicada ante el Área de Prestaciones Sociales de esa entidad, estima que la presente acción es improcedente, dado que no fue instituida para suplantar los procesos ordinarios, máxime cuando el presente asunto hace parte de un régimen especial que establece circunstancias de índole específico que deben cumplirse para acceder a las prestaciones económicas que consagra.
Reclama que en la presente acción, no se dan los presupuestos establecidos por la Corte Constitucional para que el juez de tutela pueda resolver de fondo la aspiración del actor, pues no es evidencia el perjuicio irremediable.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿La falta de definición de la solicitud pensional por parte de la Policía Nacional vulnera los derechos fundamentales que reclama el actor como vulnerados?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DE LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA RECLAMAR PRESTACIONES ECONÓMICAS.

De acuerdo con la copiosa jurisprudencia del máximo órgano de cierre en materia constitucional
, la acción de tutela no es el medio idóneo para el reconocimiento y pago de prestaciones económicas, pues al versar sobre derechos de orden legal, se deben debatir ante la jurisdicción laboral o la contenciosa administrativa.

Según el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Nacional, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, cuando estos resultan ineficaces, o en aquellos eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

3. DEL AMPARO DE DERECHOS NO INVOCADOS POR EL ACCIONANTE.
La Corte Constitucional ha sostenido que dada la informalidad de la acción de tutela, cuando el accionante no invoca expresamente la totalidad de los derechos vulnerados, el juez de tutela no solamente tiene la facultad, sino la obligación de proteger todos los derechos que según las pruebas aportadas dentro del proceso encuentre vulnerados, de conformidad con lo establecido en los artículos 3 y 14 del Decreto 2591 de 1991. 

Es así, que el Alto Tribunal Constitucional ha indicado: 


"En cuanto a los derechos invocados, la informalidad de la tutela y la necesidad de pronta resolución son características, suficientemente escudriñadas por la doctrina constitucional, que impiden exigir al solicitante un mínimo de conocimientos jurídicos, menos todavía si se pretende que haga encajar sus circunstancias, con absoluta precisión, en el articulado de la Carta Política. 



"Por ello, si el juez encuentra afectados derechos no invocados por el petente, no sólo puede sino que debe referirse a ellos en su sentencia y decidir lo pertinente, impartiendo las órdenes necesarias para su cabal y plena defensa. De tal empeño depende la eficacia de la acción y el consiguiente imperio de los mandatos constitucionales. 



"El juez, especialmente en materia de tutela, tiene a su cargo un papel activo, independiente, que implica la búsqueda de la verdad y de la razón, y que riñe con la estática e indolente posición de quien se limita a encontrar cualquier defecto en la forma de la demanda para negar el amparo que de él se impetra". 
 
3. DERECHO DE PETICIÓN

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

4. CASO CONCRETO

En el presente asunto, pretende el actor que a través de éste mecanismo excepcional se le reconozca y pague la asignación de retiro a la cual estima tiene derecho, toda vez que cuenta con una disminución de la capacidad laboral equivalente al 89.50%, determinada por la Junta Médico Laboral de la Policía Nacional.
A pesar de que no existe discusión en relación con la condición de sujeto de especial protección que ostenta el tutelante por su estado de invalidez, es un hecho cierto que la entidad accionada hasta el momento no se ha pronunciado respecto al derecho que eventualmente le asiste, por lo tanto, ningún pronunciamiento podría hacer la Sala, pues en principio no le ha sido negada la prestación.

Ahora, ello no quiere decir que no advierta la Sala irregularidad alguna en dicha omisión, porque es un hecho cierto la tardanza en la que ha incurrido la Institución en resolver la situación pensional del demandante, pues desde el 14 de abril de 2016, le fue notificado el dictamen de la Junta Médico Laboral de Policía No 2259 de 2016, lo que indica que el término de 4 meses del que disponía para convocar al Tribunal Médico – Laboral de Revisión Militar y de Policía, venció el 14 de agosto de 2016.  
Adicionalmente se tiene que en la Resolución No 6514 del 10 de octubre de 2016, se dispuso el retiro del servicio activo del señor Triviño Castro y se ordenó su inclusión en nómina por el término de tres (3) meses, para la formación del expediente de Prestaciones Sociales -12 y vto- el cual venció el pasado 10 de enero de 2017.

Posterior a ello, sólo hasta el 27 de enero de 2017, luego de advertir los yerros contendidos en el Acta de la Junta Médico Laboral que estableció la DCL en un 85%, procedió a solicitar su corrección, la cual ya les fue remitida desde el 15 de marzo de 2017 –fl 29 vto-, encontrando entonces que no existe ningún obstáculo para que se pronuncie de fondo en relación con la asignación mensual de retiro que solicitada el actor.

En el anterior orden de ideas, a pesar de que no fue alegado como vulnerado, se tutelará el derecho de petición del cual es titular el señor Humberto Triviño Castro, y como consecuencia, se ordenara a la Policía Nacional a través de la Jefe del Área de Prestaciones Sociales, Coronel Sandra Julieta Montañez Rubiano, que en el término de quince (15) días hábiles, proceda a dar trámite a la solicitud pensional derivada de la disminución de la capacidad laboral determinada por la Junta Médico Laboral, la cual se encuentra en firme.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental del petición del cual es titular el señor HUMBERTO TRIVIÑO CASTRO.
SEGUNDO: ORDENAR  a la Policía Nacional a través de la Jefe del Área de Prestaciones Sociales, Coronel Sandra Julieta Montañez Rubiano, que en el término de quince (15) días hábiles, proceda a dar trámite a la solicitud pensional elevada por el señor HUMBERTO TRIVIÑO CASTRO.

TERCERO: NOTIFICAR  a las partes esta decisión por el medio más idóneo.

CUARTO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� T-371 de 1996, T-78 de 1998, T-476 de 2001, T-1083 de 2001 y T-634 de 2002


� Corte Constitucional. Sentencia T-463/96, MP: José Gregorio Hernández Galindo
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